TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo trece (13) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 224 del 13 de mayo de 2016

Expediente No. 66001-31-10-003-2016-00024-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la ESE Salud Pereira y la Secretaría de Salud del Municipio de Pereira, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, el pasado 4 de abril, en la acción de tutela que instauró Eliana Andrea Álzate Trejos contra las recurrentes, a la que fue vinculada la Alcaldía de este municipio.
A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados por la actora, admiten el siguiente resumen:

1.1 Comenzó a trabajar el 4 de abril de 2015; el 8 de septiembre se enteró que se encontraba estado de embarazo; empezó controles el 15 del mismo mes y el 20 de noviembre se acercó a la ESE Salud Pereira e informó por medio de una carta sobre su estado.
1.2 Se desempeñaba como digitadora, ingresando datos al sistema o lo que su jefe inmediato le asignara. Su contrato finalizó el 30 de noviembre, pero el mismo se adicionó hasta el 31 de diciembre.
1.3 El 20 de noviembre, cuando informó sobre su estado de embarazo, solicitó la renovación y continuación de su contrato.
2.- Considera lesionado su derecho al amparo laboral reforzado, así como los de su hijo que está por nacer. Para su protección, solicita se ordene a la ESE Salud Pereira la reintegre al trabajo.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del 21 de enero de 2016, el Juzgado Tercero de Familia admitió la demanda solo contra la ESE Salud Pereira, a pesar de que también se dirigió contra el Municipio de Pereira –Secretaría de Salud-.
2.- Mediante sentencia de 3 de febrero de 2015 (sic), el Juez Tercero de Familia de Pereira concedió el amparo solicitado; impugnada esa providencia, esta Sala declaró la nulidad de lo actuado desde esa providencia porque no se integró el contradictorio con el Alcalde del Municipio, quien celebró con la ESE Salud Pereira el contrato interadministrativo que originó el que vincula a la demandante con esa última entidad; tampoco se hizo lo propio con el Secretario de Salud del Municipio, entidad, en la que al decir de la actora, presta sus servicios.

3.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

3.1 El Gerente y Representante Legal de la ESE Salud Pereira, frente a los hechos de la tutela, explicó que la demandante no fue trabajadora sino contratista, según acta de inicio del contrato de prestación de servicios No. 574 de 2015, que comenzó el 1° de abril de 2015 y terminó el 30 de noviembre de 2015, aunque se prorrogó hasta el 30 del mes siguiente.
Argumentó que la relación contractual sobre prestación de servicios,  surgió de la necesidad de celebrar el Convenio de Intervenciones Colectivas en Salud entre la ESE Salud Pereira y el Municipio de Pereira; la actividad para la que se le vinculó no hace parte de las necesidades de la entidad que representa, sino exclusivamente del desarrollo y ejecución del mencionado convenio que ya fue ejecutado y liquidado y en consecuencia, el referido contrato no terminó con ocasión del embarazo de la actora, sino por haberse cumplido su objeto.
Se opone a las pretensiones de la actora, en el sentido que no existe relación laboral alguna y lo que se formalizó fue una relación estrictamente contractual; que la vinculación con el Estado es legal y reglamentaria; es decir, que solo cuando existe un cargo creado por la ley, se vincula al servidor mediante acto administrativo y por regla general se trata de cargos de carrera; un contratista no puede mutar su relación meramente civil por una laboral. Aduce que la entidad que representa no ha vulnerado ningún derecho fundamental a la actora y solicita se declare improcedente la tutela.
4.- La Secretaria de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira se pronunció cuando ya se había proferido la sentencia de primera instancia.
5.- Esta se produjo el 4 de abril último. En ella, la señora Jueza Tercera de Familia de Pereira concedió el amparo solicitado y para proteger los derechos a la familia, a la vida del menor que está por nacer, al libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad, al trabajo y a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, ordenó a la ESE Salud Pereira, en coordinación con la Secretaría de Salud y Seguridad Social y la Alcaldía de Pereira, restablecer la relación laboral con la accionante, en las mismas condiciones habidas para la época en que la entidad accionada conoció del embarazo; la renovación del contrato laboral desde el 31 de diciembre de 2015 hasta el último día del goce efectivo de la licencia de maternidad; ordenó el pago de la indemnización equivalente a los salarios de 60 días, de conformidad con el numeral tercero del artículo 239 del C.S.T.; el pago de los salarios dejados de percibir y las 14 semanas de descanso remunerado por licencia de maternidad.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que se está frente a una relación laboral oculta bajo el contrato de prestación de servicios y por tanto, debían aplicarse las reglas relacionadas con los contratos a término fijo.

6.- Inconformes con el fallo, la ESE Salud Pereira y la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira lo impugnaron.
6.1 La primera reiteró lo expuesto en la contestación de la demanda, en el sentido que el contrato suscrito era de prestación de servicios, en virtud a la celebración del Convenio de Acciones Colectivas con el Municipio de Pereira, liquidado el 31 de diciembre de 2015 y en virtud del cual se pagaron los honorarios a la actora; el contrato de prestación de servicios no se encuentra ni definido ni reglamentado por la legislación laboral, sino por la civil y la comercial, cuando se suscriben con personas de derecho privado, bien sean naturales o jurídicas; en ese sentido, entre el contratante y el contratista no existió ningún vínculo laboral sino una relación de orden civil o comercial y por tanto, no se generaron prestaciones sociales ni derechos propios de un contrato de trabajo; la actora solo tenía derecho al pago de los honorarios como remuneración por sus servicios prestados.
Recalca que la terminación del contrato de la accionante no se dio por motivo de su embarazo sino por la finalización del objeto contratado y del plazo establecido para tal fin, contrato de prestación de servicios que no generó un vínculo laboral por medio del cual se pueda solicitar la estabilidad laboral reforzada y por ende la ESE Salud Pereira no tenía que solicitar ninguna autorización de la autoridad laboral. Explicó que no existió subordinación entre contratante y contratada, sino una supervisión en su ejecución y por ello, debía rendir informe de su gestión para velar por el cumplimiento de las actividades encomendadas, las que se realizaban desde su domicilio, por lo que no tenía que cumplir horarios. Agregó que la declaratoria de la existencia de un contrato de trabajo o de una vinculación legal y reglamentaria, es competencia exclusiva de los jueces laborales o de los jueces administrativos y afirma que la accionante no demostró la afectación a su mínimo vital. Solicita se revoque el fallo de primera instancia.  

6.2 La Secretaria de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira adujo que la accionante no suscribió contrato de prestación de servicios y/o laboral alguno con esa entidad ni con el Municipio de Pereira, sí lo hizo con la ESE Salud Pereira, entidad pública descentralizada que cuenta con personería jurídica propia, patrimonio propio e independiente, autonomía administrativa y financiera, además con la capacidad legal suficiente para contratar el personal que requiera en las diferentes modalidades establecidas en la legislación colombiana. Por tanto, esas dos primeras entidades no son responsables de la vulneración o amenaza de los derechos cuyo amparo se reclaman. Se refirió al régimen de contratación de las Empresas Sociales del Estado establecido en la ley 100 de 1993; a los derechos al debido proceso y defensa y a la legitimación en la causa. Pidió se le desvincule de la presente acción; también al Municipio de Pereira.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera la demandante lesionado su derecho a la estabilidad laboral reforzada, porque la ESE Salud Pereira no continuó contratándola a pesar de que reportó su estado de embarazo, mientras laboraba.
3.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela no procede para obtener reintegros laborales, ante la existencia de otros mecanismos de defensa judicial previstos en el ordenamiento jurídico y a los que debe acudir el trabajador para lograrlo. Sin embargo, también ha dicho  el amparo es viable cuando aquellos medios no resultan idóneos o se requiera con urgencia la intervención del juez constitucional, con la finalidad de evitar un perjuicio irremediable, o se trate de un trabajador que se encuentre en circunstancia tal que necesite de una protección laboral reforzada, como el de las mujeres embarazadas. En relación con este último caso, ha dicho esa Corporación:

“En este orden de ideas, la procedencia del amparo constitucional se evidencia por la necesidad de un mecanismo célere y expedito que permita dirimir esta clase de conflictos, en los cuales se vea inmerso un sujeto de especial protección constitucional, como es el caso de la madre gestante. 

Ante tales eventos, la acción constitucional toma cierta ventaja frente al mecanismo ordinario de defensa judicial.  En otras palabras, ante la condición de debilidad de la accionante, el amparo constitucional remplaza al mecanismo ordinario y con ello buscar contrarrestar la situación de hecho que esta pone en peligro los derechos fundamentales de la madre gestante. 

En ese sentido, mediante Sentencia T-864 de 2011, esta Corporación sostuvo que “la jurisprudencia de la Corte también ha reconocido que la acción de tutela procede como mecanismo de protección de manera excepcional, en los casos en que el accionante se encuentra en una condición de debilidad manifiesta o sea un sujeto protegido por el derecho a la estabilidad laboral reforzada, es decir, en los casos de mujeres en estado de embarazo, de trabajadores con fuero sindical y de personas que se encuentren incapacitadas para trabajar por su estado de salud o que tengan limitaciones físicas". 

Así las cosas, se ha entendido por la jurisprudencia de esta Corporación que aunque en principio la acción de tutela (dada su naturaleza subsidiaria), no es el mecanismo adecuado para solicitar el reintegro laboral, en los casos en que el accionante sea titular del derecho a la estabilidad laboral reforzada por encontrarse en una situación de debilidad manifiesta, la acción de tutela pierde su carácter subsidiario y se convierte en el mecanismo de protección principal”
.

De esa manera las cosas, como la accionante acreditó que se encuentra embarazada
 y que la ESE no le renovó el contrato que le permitía trabajar, se estima satisfecho el presupuesto de subsidiaridad.

También el de inmediatez, porque la acción se promovió pocos días después de haber terminado el contrato que garantizaba un empleo a la accionante.

4.- Teniendo en cuenta los argumentos de la sentencia de primera instancia, se analizarán las circunstancias fácticas que ofrece el caso bajo estudio, para determinar, si como se concluyó en aquella providencia, bajo la existencia de un contrato de prestación de servicios se disfrazó una verdadera relación laboral.

Es sabido que son elementos de un contrato de trabajo: a) el salario, b) la continua subordinación o dependencia y c) la prestación personal del servicio.

De otro lado, “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializados.- En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”
. En sentencia C-154 de 1997 se declararon exequibles las expresiones: "no puedan realizarse con personal de planta o" y "En ningún caso... generan relación laboral ni prestaciones sociales" contenidas en el numeral 3o. del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada.
La Corte Constitucional, en sentencia SU-070 de 2013, excluye de protección especial de la trabajadora en estado de embarazo que se encuentra vinculada por medio de un contrato de prestación de servicios, que tiene una temporalidad definida, por lo que la trabajadora es consciente de la fecha en que ha de terminar. En esa providencia se expresó: 

“Como se deriva de la anterior exposición, desde la perspectiva legal, la protección de la mujer embarazada y de la maternidad en el ámbito laboral está circunscrita a la figura del fuero de maternidad, de modo tal que se excluye de protección a las trabajadoras que laboran de manera independiente –contrato de prestación de servicios o mediante cooperativas de trabajo asociado-. Así mismo, desde esta óptica, la protección aparece limitada a los casos de despido, lo cual descartaría su vigencia cuando se da por terminado el contrato laboral debido a la expiración del plazo inicialmente pactado –contratos a término fijo- o por la terminación de la obra o labor –contratos por obra o labor contratada-…

Con todo, en el supuesto en que la trabajadora gestante o lactante haya estado vinculada mediante un contrato de prestación de servicios y logre demostrarse la existencia de un contrato realidad, la Sala ha dispuesto que se deberán aplicar las reglas propuestas para los contratos a término fijo, en razón a que dentro las característica del contrato de prestación de servicios, según lo ha entendido esta Corporación, se encuentran que se trata de un contrato temporal, cuya duración es por un tiempo limitado, que es además el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido…”
5.- Los documentos que obran en el cuaderno principal, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 25 de febrero de 2015 entre el Municipio de Pereira y la ESE Salud Pereira, se suscribió el contrato interadministrativo No. 1.293, de prestación de servicios para el desarrollo de intervenciones colectivas necesarias para el mejoramiento de los entornos familiares, sociales, comunitarios, dirigidos a alcanzar las metas del plan de salud territorial del Municipio de Pereira, con vigencia de  10 meses, contados a partir del acta de inicio, sin que pudiera exceder la vigencia al 31 de diciembre de 2015
. 

5.2 El 30 de marzo de 2015 la actora suscribió contrato de prestación de servicios No. 547-15 con la ESE Salud Pereira, el cual tenía como objeto contractual: “Prestación de servicios personales como digitadora asignado al grupo de personas que llevarán a cabo el desarrollo de las actividades propias del convenio de intervenciones colectivas en salud celebrado entre la Empresa Social del Estado Salud Pereira y el Municipio de Pereira relacionadas con la consolidación, análisis de calidad del dato y monitoreo y seguimiento de la información obtenida a través de las acciones realizadas en salud pública por la estrategia ENFASYS”. El término de duración se pactó en ocho meses, desde el 1º de abril al 30 de noviembre de 2015
.

5.3 El 20 de noviembre de 2015 la demandante comunicó al gerente de la ESE Salud Pereira su estado de embarazo, escrito en el que manifestó anexar copia de la prueba que acredita el hecho y de la historia clínica
. 

5.4 El 23 de noviembre de 2015 se solicitó por parte de la ESE Salud Pereira adición del contrato 547-15, suscrito con Eliana Andrea Alzate Trejos, por 30 días, hasta el 30 de diciembre de 2015
. 

5.5 En la misma fecha, se suscribió entre las partes, la referida prórroga del contrato de prestación de servicios
. 

5.6 El 31 de diciembre se suscribió acta de terminación del contrato interadministrativo Nº 1293 a la que se anexó la liquidación final del contrato
.

5.7 En la ejecución de tal contrato, la demandante laboró desde su casa, como digitadora al servicio de la Secretaría de Salud; no cumplía horarios, aunque sí unas metas diarias; su jefe inmediato la citaba a la referida oficina y le entregaba el trabajo; su salario se lo pagaba la ESE Salud Pereira, con la que suscribió el contrato que terminó al vencimiento del plazo pactado, tal como lo expresó la actora en el interrogatorio que absolvió en el curso de esta instancia
.

6.- Surge de tales pruebas que la actora, en la ejecución del contrato  que celebró con la ESE Salud Pereira, no cumplía un horario de trabajo; atendía la labor desde su casa y se le compensaba con unos honorarios, sin que existiera una continua subordinación o dependencia, pues solo se le supervisaba la gestión por medio de una persona a quien le entregaba las tareas ejecutadas y esta, a su vez, hacia lo mismo con las que  aquella debía continuar realizando, hasta cuando se cumplió el plazo previsto como de terminación. Tampoco se acreditó que terminado ese contrato de prestación de servicios, no hubiesen desaparecido las causas que lo justificaron, ni al respecto se hizo manifestación alguna por la demandante.

Por tanto, como no puede afirmarse que en el caso concreto existió una relación de naturaleza laboral entre la citada señora y la ESE accionada, se concluye que esta entidad no desconoció los derechos cuya protección invocó la peticionaria con la terminación del contrato de prestación de servicios. En consecuencia, se revocará el fallo que se revisa y en su lugar, se negará la tutela reclamada.
9.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos del juzgado de primera sede, porque encontró satisfecho el requisito de la subordinación y continua dependencia, al parecer, con fundamento en la existencia de una nueva modalidad laboral conocida como “teletrabajo” y cuyas características encontró en providencias de la Corte Constitucional que transcribió.

Sin embargo, no analizó los requisitos para que esa forma de relación laboral se configure, de acuerdo con la definición que de él trae el artículo 2º de la ley 1221 de 2008, según el cual: “Es una forma de organización laboral, que consiste en el desempeño de actividades remuneradas o prestación de servicios a terceros utilizando como soporte las tecnologías de la información y la comunicación – TIC para el contacto entre el trabajador y la empresa, sin requerirse la presencia física del trabajador en un sitio específico de trabajo.” Y tampoco indicó bajo cuál de las formas que puede revestir, de acuerdo con la misma disposición, se perfeccionó aquel al que alude.
También estimó satisfecho el requisito de que se trata porque la actora debía rendir cuentas a su jefe inmediato y cumplir metas diarias, pero es que el contrato de prestación de servicios no implica el poder para la persona que lo ejecuta, de actuar por su propia cuenta, sin mostrar los resultados de la gestión que se le encomienda. Fue precisamente por ello que en el contrato interadministrativo que celebraron la ESE Salud Pereira y el Municipio de Pereira, en virtud del cual la primera celebró el contrato de prestación de servicios con la demandante, se expresó que la supervisión del contrato sería ejercida por el Municipio de Pereira, a través del supervisor que designe la Secretaría de Salud y Seguridad Social, “quien deberá controlar su correcta ejecución y cumplimiento…”
.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, esta Sala Civil – Familia del administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E
PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 4 de abril último, en la acción de tutela que instauró la señora Eliana Andrea Alzate Trejos contra la E.S.E. Salud Pereira, a la que fueron vinculadas la Alcaldía de Pereira y la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira, y en su lugar se niega el amparo deprecado. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(CON SALVAMENTO DE VOTO)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-400 de 2015, MP: Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado 


� Folio 2, cuaderno No. 1


� Artículo 32, ley 80 de 1993


� Folios 57 a 60, cuaderno No. 1


� Folios 6 a 11, cuaderno No. 1


� Folio 5, cuaderno No. 1


� Folios 50 y 51, cuaderno No. 1


� Folio 53 frente y vuelto, cuaderno No. 1


� Folios 61 y 62, cuaderno No. 1


� Folios 21 a 23, cuaderno No. 2


� Ver cláusula décimo tercera del contrato que obra a folios 57 a 60, cuaderno No. 1
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